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MARCO JURÍDICO UE

■ En 2001, la Comisión Europea publicó el Libro Blanco sobre la 

Gobernanza Europea, que vinculó legalmente el ejercicio del poder 

con cinco principios que la legislación debe proteger:

• Apertura: Las instituciones deben trabajar de forma más 

transparente.

• Participación: La ley debe garantizar que los ciudadanos y la 

sociedad civil se involucren desde la concepción hasta la aplicación de 

las políticas.
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ARTICULOS 47 Y 48 DE LA CARTA DE LOS DD FF DE LA 
UE

■ Artículo 47

■ Derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial

■ Toda persona cuyos derechos y libertades garantizados por el Derecho de la Unión hayan sido violados tiene derecho a 
la tutela judicial efectiva respetando las condiciones establecidas en el presente artículo.

■ Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa y públicamente y dentro de un plazo razonable por un 
juez independiente e imparcial, establecido previamente por la ley. Toda persona podrá hacerse aconsejar, defender y 
representar.

■ Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no dispongan de recursos suficientes siempre y cuando dicha 
asistencia sea necesaria para garantizar la efectividad del acceso a la justicia.

■ Artículo 48

■ Presunción de inocencia y derechos de la defensa

■ 1. Todo acusado se presume inocente mientras su culpabilidad no haya sido declarada legalmente.

■ 2. Se garantiza a todo acusado el respeto de los derechos de la defensa.
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CONVENIO EUROPEO DE LOS DD HH
■ Articulo 6

■ Derecho a un proceso equitativo 

■ 1. Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, por un Tribunal 
independiente e imparcial, establecido por ley, que decidirá los litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre 
el fundamento de cualquier acusación en materia penal dirigida contra ella. La sentencia debe ser pronunciada públicamente, 
pero el acceso a la sala de audiencia puede ser prohibido a la prensa y al público durante la totalidad o parte del proceso en 
interés de la moralidad, del orden público o de la seguridad nacional en una sociedad democrática, cuando los intereses de los 
menores o la protección de la vida privada de las partes en el proceso así lo exijan o en la medida en que sea considerado 
estrictamente necesario por el tribunal, cuando en circunstancias especiales la publicidad pudiera ser perjudicial para los 
intereses de la justicia. 

■ 2. Toda persona acusada de una infracción se presume inocente hasta que su culpabilidad haya sido legalmente declarada. 

■ 3. Todo acusado tiene, como mínimo, los siguientes derechos: 

■ a) a ser informado, en el más breve plazo, en una lengua que comprenda y de manera detallada, de la naturaleza y de la causa 
de la acusación formulada contra él; 

■ b) a disponer del tiempo y de las facilidades necesarias para la preparación de su defensa; 

■ c) a defenderse por sí mismo o a ser asistido por un defensor de su elección y, si carece de medios para pagarlo, a poder ser 
asistido gratuitamente por un abogado de oficio, cuando los intereses de la justicia así lo exijan; 

■ d) a interrogar o hacer interrogar a los testigos que declaren en su contra y a obtener la citación e interrogatorio de los testigos 
que declaren en su favor en las mismas condiciones que los testigos que lo hagan en su contra; 

■ e) a ser asistido gratuitamente de un intérprete si no comprende o no habla la lengua empleada en la audiencia.
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■ Las Directivas centradas en los procesos penales y civil-mercantil:

■ Directiva 2010/64

■ Directiva 2012/13

■ Directiva 2013/48

■ Directiva 2016/343

■ Directiva 2016/800

■ Directiva 2016/1919
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MARCO CONSTITUCIONAL

■ Artículo 24

■ 1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y 
tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, 
pueda producirse indefensión.

■ 2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la 
defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra 
ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar 
los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no 
confesarse culpables y a la presunción de inocencia.

■ Diferenciar entre Derecho a la defensa y Derecho a la defensa técnica
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Articulo 105 de la CE

■ Artículo 105

■ La ley regulará:

■ a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las 
organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley, en el procedimiento 
de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.

■ b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, 
salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación 
de los delitos y la intimidad de las personas.

■ c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos 
administrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia del interesado.
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LEGISLACION DE TRANSPARENCIA

■ Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública 
y buen gobierno

■ Disposiciones Adicionales

■ Disposición adicional primera Regulaciones especiales del derecho de acceso a la 
información pública

■ 1. La normativa reguladora del correspondiente procedimiento administrativo será 
la aplicable al acceso por parte de quienes tengan la condición de interesados en 
un procedimiento administrativo en curso a los documentos que se integren en el 
mismo.

■ 2. Se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter supletorio, 
aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la 
información.

ANTONIO DOMINGUEZ VILA  PROFESOR TITULAR DE DERECHO CONSTITUCIONAL ABOGADO



Reglamentos de Transparencia
■ ORDENANZA REGULADORA DE LA TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA Y REUTILIZACIÓN DEL AYUNTAMIENTO DE LAS PALMAS DE GRAN CANARIA 

(BOP núm. 35, 22.3.2017). 

■ ORDENANZA MUNICIPAL DE TRANSPARENCIA DEL AYUNTAMIENTO DE LOS 

REALEJOS (BOP. Número 82, viernes 9 de julio de 2021 11053)

■ PROYECTO DE ORDENANZA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA, REUTILIZACIÓN DE DATOS Y ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA 

COMISIÓN ESPECIAL PLENARIA DE TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN PÚBLICA Y 

BUEN GOBIERNO DEL AYUNTAMIENTO DE SAN CRISTÓBAL DE LA LAGUNA (2024)
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LEY 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas 

■ Artículo 4. Concepto de interesado.

■ 1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

■ a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o 
colectivos.

■ b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados 
por la decisión que en el mismo se adopte.

■ c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la 
resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

■ 2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán 
titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

■ 3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-
habiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.
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Artículo 5. Representación.

■ 1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de 
representante, entendiéndose con éste las actuaciones administrativas, salvo 
manifestación expresa en contra del interesado.

■ 2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre 
que ello esté previsto en sus Estatutos, podrán actuar en representación de otras 
ante las Administraciones Públicas.

■ 3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o 
comunicaciones, interponer recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos 
en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación. Para los actos y 
gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación.

■ 4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en 
Derecho que deje constancia fidedigna de su existencia.

■
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■ A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante 
apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia 
electrónica en la correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de 
su inscripción en el registro electrónico de apoderamientos de la Administración 
Pública competente.

■ 5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al 
expediente administrativo acreditación de la condición de representante y de los 
poderes que tiene reconocidos en dicho momento. El documento electrónico que 
acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de apoderamientos 
correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.

■ 6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se 
tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se aporte aquélla o se 
subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá conceder al efecto el 
órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso 
así lo requieran.
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Artículo 13. Derechos de las personas en sus 
relaciones con las Administraciones Públicas.

■ Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones 
Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos:.

■ d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y 
el resto del Ordenamiento Jurídico.

■ e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán 
de facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

■ f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así 
corresponda legalmente.

■ i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

■ Estos derechos se entienden sin perjuicio de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los 
interesados en el procedimiento administrativo.
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Artículo 53. Derechos del interesado en el 
procedimiento administrativo.

■ Además del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en un procedimiento 
administrativo, tienen los siguientes derechos:

■ a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los 
que tengan la condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que 
corresponda, en caso de que la Administración no dicte ni notifique resolución expresa en 
plazo; el órgano competente para su instrucción, en su caso, y resolución; y los actos de 
trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a acceder y a obtener copia de los 
documentos contenidos en los citados procedimientos.

■ Quienes se relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, 
tendrán derecho a consultar la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto 
de Acceso General electrónico de la Administración que funcionará como un portal de 
acceso. Se entenderá cumplida la obligación de la Administración de facilitar copias de los 
documentos contenidos en los procedimientos mediante la puesta a disposición de las 
mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración competente o en las 
sedes electrónicas que correspondan.

■ b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas 
bajo cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos.
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■ c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la 
normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. En caso de que, 
excepcionalmente, deban presentar un documento original, tendrán derecho a obtener 
una copia autenticada de éste.

■ d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al 
procedimiento de que se trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones 
Públicas o que hayan sido elaborados por éstas.

■ e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento 
Jurídico, y a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite 
de audiencia, que deberán ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar 
la propuesta de resolución.

■ f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que 
las disposiciones vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se 
propongan realizar.
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■ g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de 

sus intereses.

■ i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

■ 2. Además de los derechos previstos en el apartado anterior, en el caso de 

procedimientos administrativos de naturaleza sancionadora, los presuntos 

responsables tendrán los siguientes derechos:

– a) A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que 

tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se les 

pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la autoridad 

competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal 

competencia.

– b) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras 

no se demuestre lo contrario.
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Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 

Sector Público.

■ Artículo 3. Principios generales.

■ 1. Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de 

acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y 

coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho.

■ Deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes principios:

■ a) Servicio efectivo a los ciudadanos.

■ b) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos.

■ c) Participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa.

■ d) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades 

materiales de gestión.

■ e) Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional.

■ f) Responsabilidad por la gestión pública.
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Artículo 4. Principios de intervención de las Administraciones Públicas 
para el desarrollo de una actividad.

■ 1. Las Administraciones Públicas que, en el ejercicio de sus respectivas 

competencias, establezcan medidas que limiten el ejercicio de derechos 

individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el desarrollo de 

una actividad, deberán aplicar el principio de proporcionalidad y elegir la medida 

menos restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés público así 

como justificar su adecuación para lograr los fines que se persiguen, sin que en 

ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias. Asimismo deberán 

evaluar periódicamente los efectos y resultados obtenidos.

■ 2. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento de los requisitos 

previstos en la legislación que resulte aplicable, para lo cual podrán, en el ámbito 

de sus respectivas competencias y con los límites establecidos en la legislación de 

protección de datos de carácter personal, comprobar, verificar, investigar e 

inspeccionar los hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demás 

circunstancias que fueran necesarias.
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Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.
Artículo 53. Principios éticos.

■ 2. Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los ciudadanos y se 

fundamentará en consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés 

común, al margen de cualquier otro factor que exprese posiciones personales, familiares, 

corporativas, clientelares o cualesquiera otras que puedan colisionar con este principio.

■ 3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la 

que presten sus servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los 

ciudadanos.

■ 4. Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades 

públicas, evitando toda actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de 

nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo, orientación e identidad sexual, expresión de 

género, características sexuales, religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o 

cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

■ .
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■ ……………………..

■ 8. Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la consecución del interés 
general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.

■ 9. No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa causa y, en ningún 
caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de los cargos públicos o su entorno familiar y 
social inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros.

■ 10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, resolverán dentro de 
plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.

■ 11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público absteniéndose no solo de conductas 
contrarias al mismo, sino también de cualesquiera otras que comprometan la neutralidad en el ejercicio de los servicios 
públicos.

■ 12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y mantendrán la 
debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan hacer uso de la 
información obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del interés público.
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■ Artículo 54. Principios de conducta.

■ 1. Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes 

empleados públicos.

■ 4. Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a 

conocer, y facilitarán el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

■ 7. Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y 

entrega a sus posteriores responsables.
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Ley 2/1987, de 30 de marzo, de la Función Pública 
Canaria.

■ Artículo 50.

■ 1. El personal al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma 

desarrollará su trabajo esforzándose en que la prestación de los servicios públicos 

alcance la máxima eficacia.

■ 2. Especialmente cuidará del estricto cumplimiento de los siguientes deberes:

■ d) En las relaciones con los administrados, comportarse con la máxima corrección, 

procurando en todo momento prestar el máximo de ayuda e información al público.
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CODIGO DEONTOLOGICO ABOGACIA 

■ Artículo 2. Independencia 

■ 1. La independencia de quienes ejercen la Abogacía es una exigencia del Estado de 
Derecho y del efectivo derecho de defensa del justiciable y de la ciudadanía por lo 
que constituye un derecho y un deber. 

■ 2. Para poder asesorar y defender adecuadamente los legítimos intereses del 
cliente, debe mantenerse el derecho y el deber de preservar la independencia 
frente a toda clase de injerencias y frente a intereses propios o ajenos. 

■ 3. La independencia debe ser preservada frente a presiones o exigencias que 
limiten o puedan limitarla, sea respecto de los poderes públicos, económicos o 
fácticos, de los tribunales, del cliente, sea respecto de los colaboradores o 
integrantes del despacho. 
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Artículo 3. Libertades de defensa y de 
expresión 

■ 1. Quienes ejercen la Abogacía tienen el derecho a la plena libertad de defensa y el 

deber de defender y asesorar libremente a sus clientes. 
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REAL DECRETO 135/2021, DE 2 DE MARZO, POR EL 
QUE SE APRUEBA EL ESTATUTO GENERAL DE LA 
ABOGACÍA ESPAÑOLA

■ Artículo 5. Ámbito del ejercicio profesional. 

■ 1. El abogado y la abogada podrán ejercer su profesión, en los términos que 

legalmente se establezcan, ante cualquier clase de órganos jurisdiccionales y 

administrativos de España, así como ante cualesquiera entidades o personas 

públicas y privadas. También podrá ejercer, conforme a las normas en cada caso 

aplicables, como árbitro, mediador o interviniente en cualesquiera otros métodos 

alternativos a la jurisdicción para la resolución de conflictos o litigios
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Artículo 6. Derecho de defensa y de asistencia 
por los profesionales de la Abogacía

■ 1. La intervención libre e independiente del profesional de la Abogacía es garantía de 
efectividad del derecho fundamental de defensa. 

■ 2. Los Colegios de la Abogacía, los Consejos Autonómicos y el Consejo General de la 
Abogacía Española, en el ámbito de sus respectivas competencias, velarán y 
garantizarán la eficacia y correcto ejercicio del derecho de defensa, removiendo los 
obstáculos que dificulten la intervención libre e independiente del profesional de la 
Abogacía. En consecuencia, ampararán al profesional de la Abogacía cuando sea 
inquietado, perturbado o presionado en el ejercicio de su función, asegurando que se 
guíe exclusivamente por criterios técnicos y profesionales para la mejor defensa de su 
cliente y en garantía de su derecho constitucional de defensa y de la realización de la 
justicia.

■ 4. Las corporaciones colegiales de la Abogacía velarán por que se remuevan los 
impedimentos de cualquier clase, que se opongan a la intervención en Derecho de los 
profesionales de la Abogacía, así como para que se reconozca y respete la integridad y 
exclusividad de su actuación
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Artículo 58. Protección de la libertad e 
independencia del profesional de la Abogacía. 
■ 1. En su actuación ante los Juzgados y Tribunales los profesionales de la Abogacía son 

libres e independientes, gozarán de los derechos inherentes a la dignidad de su función 
y podrán solicitar ser amparados en su libertad de expresión y defensa, en los términos 
previstos en las normas aplicables. 

■ 2. Si el profesional de la Abogacía considerase que la autoridad, juez o tribunal coarta la 
independencia y libertad necesarias para cumplir sus deberes profesionales, o que no 
guarda la consideración debida a su función, podrá hacerlo constar así ante el propio 
juzgado o tribunal y dar cuenta a la Junta de Gobierno. La Junta, si estimare fundada la 
queja, adoptará medidas activas para amparar la libertad, independencia y dignidad 
profesionales. 

■ 3. Los Colegios notificarán los amparos concedidos a las autoridades, jueces o 
tribunales que hayan coartado la libertad o independencia de los profesionales de la 
Abogacía y denunciarán dichas conductas, cuando proceda, ante el Consejo General del 
Poder Judicial y las instituciones pertinentes. Asimismo, los Colegios de la Abogacía 
promoverán fórmulas para ser oídos ante las Salas de Gobierno de sus respectivos 
Tribunales Superiores de Justicia en los expedientes gubernativos seguidos contra 
cualquier profesional de la Abogacía y sus recursos.
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UNA NORMA QUE TODOS LOS ABOGADOS DEBEN CONOCER Y 
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CATEDRÁTICO DE DERECHO ADMINISTRATIVO Y COORDINADOR DEL «OBSERVATORIO DEL DERECHO DE 

DEFENSA DE LA FUNDACIÓN FERNANDO POMBO»
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ABOGADO Y DECANO DEL COLEGIO DE LA ABOGACÍA DE ALBACETE

Publicación: Diario LA LEY, Nº 10619, Sección Opinión, 2 de Diciembre de 2024

ANTONIO DOMINGUEZ VILA  PROFESOR TITULAR DE DERECHO CONSTITUCIONAL ABOGADO



LEY ORGÁNICA 5/2024, DE 11 DE 
NOVIEMBRE, DEL DERECHO DE DEFENSA

PREAMBULO:

-- …sin una defensa efectiva es inviable el ejercicio de una real tutela judicial efectiva. 

Se configuran, por tanto, ambos derechos como dos caras de la misma moneda y como 

corolario inherente al funcionamiento de un Estado de Derecho …

--…. Tanto del texto constitucional como de los textos internacionales y europeos se 

infiere la conexión intrínseca entre el derecho a la defensa y la defensa letrada, por 

tanto, la conexión esencial entre el derecho de defensa y los profesionales de la 

abogacía…

--…apartado I del Preámbulo por cuanto señala que «también debe garantizarse la 

defensa fuera de los ámbitos jurisdiccionales. De ahí que en esta ley se extienda 

expresamente el derecho de defensa y de asistencia letrada a los procedimientos 

extrajudiciales y a los mecanismos de solución adecuada de controversias reconocidos 

legalmente, teniendo en especial consideración, en todos ellos, un enfoque de género y 

discapacidad».
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LEY ORGÁNICA 5/2024, DE 11 DE 
NOVIEMBRE, DEL DERECHO DE DEFENSA

■ Artículo 3 Contenido del derecho de defensa

■ 1. El derecho de defensa comprende la prestación de asistencia letrada o 

asesoramiento en Derecho y la defensa de los intereses legítimos de la persona a 

través de los procedimientos previstos legalmente, así como el asesoramiento 

previo al eventual inicio de estos procedimientos.

■ 7. Los principios establecidos en este artículo resultarán aplicables, con sus 

especificaciones propias, al derecho de defensa cuando se ejercite una acción, 

petición o controversia ante las administraciones públicas, en procedimientos 

arbitrales o, en su caso, cuando se opte por un medio adecuado de solución de 

controversias.
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Articulo3.1

■ Artículo 3 Contenido del derecho de defensa

■ 1. El derecho de defensa comprende la prestación de 

asistencia letrada o asesoramiento en Derecho y la defensa 

de los intereses legítimos de la persona a través de los 

procedimientos previstos legalmente, así como el 

asesoramiento previo al eventual inicio de estos 

procedimientos.
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Artículo 4 Derecho a la asistencia jurídica

■ 1. Las personas físicas y jurídicas tienen derecho a recibir la asistencia jurídica 

adecuada para el ejercicio de su derecho de defensa…

■ 2. La prestación de la asistencia jurídica para el ejercicio del derecho de defensa 

corresponde al profesional de la abogacía, de conformidad con lo dispuesto en las 

leyes y en los estatutos profesionales correspondientes.
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Artículo 6 Derecho de información

■ 1. Los titulares del derecho de defensa tienen derecho a ser informados de manera clara, 

simple, comprensible y accesible universalmente de los procedimientos legalmente 

previstos para defender sus derechos e intereses ante los poderes públicos. Para garantizar 

la accesibilidad de las personas con discapacidad o de cualquier persona que así lo 

requiera, podrán utilizarse los apoyos, instrumentos y ajustes que resulten precisos. En el 

caso de menores de edad, deben adaptarse los mecanismos existentes para que la 

información sea adecuada a su edad, madurez e idioma.

■ Asimismo, los titulares del derecho de defensa tienen derecho a acceder al expediente y a 

conocer el contenido y estado de los procedimientos en los que sean parte, de acuerdo con 

lo dispuesto en las leyes.
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■ 4. En el ejercicio del derecho de defensa ante los tribunales, se podrá, con auxilio judicial, 

requerir a personas, administraciones públicas o instituciones privadas, la información o 

documentos que se precisen en los casos, por los procedimientos y con las limitaciones 

establecidas por la ley. En todo caso, se garantizará el acceso, examen y copia de los 

elementos de las actuaciones y cualesquiera otros materiales de interés para fundamentar 

las pretensiones, asegurando su disponibilidad con una antelación razonable.
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Artículo 7 Derecho a ser oídas 
■ 1. Las personas cuyos derechos e intereses legítimos pudieran resultar afectados por la 

decisión que se adopte tienen derecho, antes de que se dicte la resolución, a ser oídas, a 

formular alegaciones, a aportar documentos y a utilizar los medios de defensa admitidos 

por el ordenamiento jurídico, de acuerdo con la normativa aplicable al procedimiento.

■ …………

■ 2. En el ámbito judicial, las leyes procesales podrán excluir la audiencia para adoptar 

decisiones provisionales en casos de urgencia, sin perjuicio de asegurar la intervención de 

todas las partes en un momento inmediatamente posterior para ratificar o levantar la 

medida.
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■Debe incluir el derecho a solicitar y 

obtener una cita presencial o telemática 

con los funcionarios responsables del 

expediente
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Articulo 10 (art 53.1.a) LPAC)

■ f) A relacionarse preferentemente, si así lo solicitan, de forma electrónica con los 

juzgados y tribunales y la Administración de Justicia.

■ g) A acceder y conocer por medios electrónicos el estado de tramitación de los 

procedimientos, en los términos establecidos en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 

julio, y en las leyes procesales.

■ h) A acceder en formato electrónico accesible universalmente a los documentos 

conservados por la Administración de Justicia que formen parte de un expediente, 

según la normativa vigente en materia de archivos judiciales.

■ i) A emplear los sistemas de identificación y firma electrónica establecidos en la ley.

■ j) A que su comparecencia personal ante un órgano de la Administración de Justicia 

resulte lo menos gravosa posible. La comparecencia de los ciudadanos ante los 

órganos jurisdiccionales solamente podrá ser exigida cuando sea estrictamente 

indispensable conforme a la ley.
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■ ¿Quienes son los titulares activos del Derecho?: debe 

incluirse a los abogados de los sujetos.

■ ¿Quienes son los sujetos pasivos? : los poderes públicos , 

incluye todo el sector publico (poderes adjudicadores de 

la LCSP, medios propios)

– Incluye a las corporaciones de Derecho Público?

■ ¿Cuál es el objeto? : la información y no solo la 

documental; la solicitud de reuniones o entrevistas con 

los funcionarios responsables del expediente.
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Artículo 12 Protección del derecho de 
defensa 

■ 1. Las personas tienen derecho a que las actuaciones procedimentales por parte 

de los poderes públicos, incluidas las que se realicen por medios electrónicos, se 

lleven a cabo con todas las garantías de su derecho de defensa, incluida la 

accesibilidad universal.

■
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Artículo 14 Garantías del profesional de la 
abogacía

■ 1. Los poderes públicos garantizarán la actuación libre e independiente del 

profesional de la abogacía como presupuesto para la efectiva realización del 

derecho de defensa, garantizándose el acceso en condiciones de igualdad de estos 

profesionales a los escritos y procedimientos.

■ 2. Los profesionales de la abogacía deben ser tratados por los poderes públicos 

con pleno respeto a la relevancia de sus funciones.

■ 3. Los escritos y procedimientos serán accesibles para garantizar el acceso en 

igualdad de condiciones de estos profesionales.
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Art. 3.3 y 10.p)
■ 3. En las causas penales, el derecho de defensa integra, además, el derecho a ser 

informado de la acusación, a no declarar contra uno mismo, a no confesarse 

culpable, a la presunción de inocencia y a la doble instancia, de conformidad con la 

Ley de Enjuiciamiento Criminal, la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 

Judicial, la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar, y la Ley Orgánica 

5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. 

Estos derechos resultarán de aplicación al procedimiento administrativo 

sancionador y al procedimiento disciplinario, especialmente en el ámbito 

penitenciario, de acuerdo con las leyes que los regulen.

■ p) En los procedimientos penales y sancionadores, a guardar silencio como parte 

de la presunción de inocencia, en los términos establecidos por el ordenamiento 

jurídico.

■ En algunos procedimientos adtivos. sancionadores se penaliza
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Art. 16.- Garantía de confidencialidad de las comunicaciones y secreto 

profesional (art. 18.1 LPAC)
1. Todas las comunicaciones mantenidas entre un profesional de la abogacía y su cliente tienen carácter confidencial y 

sólo podrán ser intervenidas en los casos y con los requisitos expresamente recogidos en la ley.

■ 2. Las comunicaciones mantenidas exclusivamente entre los defensores de las partes con ocasión de un litigio o procedimiento, 
cualquiera que sea el momento en el que tengan lugar o su finalidad, incluso en fase extrajudicial, son confidenciales y no 
podrán hacerse valer en juicio ni tendrán valor probatorio, excepto en los casos en los que se hayan obtenido de acuerdo con lo 
previsto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal u otras leyes de aplicación o en que su aportación o revelación haya sido autorizada 
conforme a la regulación profesional vigente.

■ 3. No se admitirán los documentos, cualquiera que sea su soporte, que contravengan la anterior prohibición, salvo que 
expresamente sea aceptada su aportación por los profesionales de la abogacía concernidos o las referidas comunicaciones se 
hayan realizado con la advertencia expresa y explícita de poder ser utilizadas en juicio.

■ 4. Excepto en los casos que expresamente recojan las leyes, la entrevista entre el profesional de la abogacía y su cliente 
defendido tendrá carácter confidencial.

■ 5. El secreto profesional incluirá las siguientes manifestaciones:

■ a) La inviolabilidad y el secreto de todos los documentos y comunicaciones del profesional de la abogacía, que estén 
relacionados con el ejercicio de sus deberes de defensa.

■ b) La dispensa de prestar declaración ante cualquier autoridad, instancia o jurisdicción sobre hechos, documentos o 
informaciones de los que tuvieran conocimiento como consecuencia de su desempeño profesional, con las excepciones legales 
que puedan establecerse.

■ c) La protección del secreto profesional en la entrada y registro de los despachos profesionales respecto de clientes ajenos a la 
investigación judicial.
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■ Comunicaciones y correos con los funcionarios públicos acerca de la labor de 

defensa en los procedimientos administrativos ¿deben de incorporarse a los 

expedientes o no?.

■ ¿Se pueden grabar por parte de los funcionarios la reuniones tenidas con los 

abogados asesores de los ciudadanos y utilizarse posteriormente ?
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Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los 
derechos de acceso a la información, de participación pública 
y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente 
(incorpora las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE)

■ Artículo 7 Contenido mínimo de la información objeto de difusión

■ La información que se difunda será actualizada, si procede, e incluirá, como mínimo, los siguientes extremos:

■ 1. Los textos de tratados, convenios y acuerdos internacionales y los textos legislativos comunitarios, estatales, autonómicos o locales sobre el medio 
ambiente o relacionados con la materia.

■ 2. Las políticas, programas y planes relativos al medio ambiente, así como sus evaluaciones ambientales cuando proceda.

■ 3. Los informes sobre los avances registrados en materia de aplicación de los elementos enumerados en los apartados 1 y 2 de este artículo cuando 
éstos hayan sido elaborados en formato electrónico o mantenidos en dicho formato por las autoridades públicas.

■ 4. Los informes sobre el estado del medio ambiente contemplados en el artículo 8.

■ 5. Los datos o resúmenes de los datos derivados del seguimiento de las actividades que afecten o puedan afectar al medio ambiente.

■ 6. Las autorizaciones con un efecto significativo sobre el medio ambiente y los acuerdos en materia de medio ambiente. En su defecto, la referencia al 
lugar donde se puede solicitar o encontrar la información de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5.

■ 7. Los estudios sobre el impacto ambiental y evaluaciones del riesgo relativos a los elementos del medio ambiente mencionados en el artículo 2.3.a). En 
su defecto, una referencia al lugar donde se puede solicitar o encontrar la información de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5.
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LEY DE SUELO 7/2015:
■ Artículo 5 Derechos del ciudadano

■ Todos los ciudadanos tienen derecho a:

■ c) Acceder a la información de que dispongan las Administraciones Públicas sobre la ordenación del 
territorio, la ordenación urbanística y su evaluación ambiental, así como obtener copia o certificación de las 
disposiciones o actos administrativos adoptados, en los términos dispuestos por su legislación reguladora.

■ d) Ser informados por la Administración competente, de forma completa, por escrito y en plazo razonable, del 
régimen y las condiciones urbanísticas aplicables a una finca determinada, en los términos dispuestos por 
su legislación reguladora.

■ e) Participar efectivamente en los procedimientos de elaboración y aprobación de cualesquiera instrumentos 
de ordenación del territorio o de ordenación y ejecución urbanísticas y de su evaluación ambiental mediante 
la formulación de alegaciones, observaciones, propuestas, reclamaciones y quejas y a obtener de la 
Administración una respuesta motivada, conforme a la legislación reguladora del régimen jurídico de dicha 
Administración y del procedimiento de que se trate.

■ f) Ejercer la acción pública para hacer respetar las determinaciones de la ordenación territorial y urbanística, 
así como las decisiones resultantes de los procedimientos de evaluación ambiental de los instrumentos que 
las contienen y de los proyectos para su ejecución, en los términos dispuestos por su legislación reguladora.
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LEY DEL SUELO 4/2917
■ Artículo 6 Participación ciudadana

■ 1. La ciudadanía tiene el derecho a participar, tanto de forma individual como a través de 

las entidades constituidas para la defensa de sus intereses y valores, en la ordenación, 

ejecución y protección de la legalidad urbanística y, en particular:

■ a) En los procedimientos de aprobación de los instrumentos de ordenación territorial, 

urbanística y de los recursos naturales, en la forma que se habilite al efecto y, en todo caso, 

mediante la formulación de alegaciones, observaciones y propuestas durante los periodos 

preceptivos de información pública, sin que puedan computarse como hábiles los días del 

mes de agosto, salvo en supuestos extraordinarios de urgencia apreciados por el órgano 

competente para la aprobación definitiva del instrumento en acuerdo motivado.

■ b) En la iniciativa, la promoción, la gestión y el desarrollo de las actividades necesarias para 

hacer efectivos sus derechos en relación con los usos del suelo y de las edificaciones.

■ c) En la exigencia del cumplimiento de la legalidad urbanística, mediante la presentación de 

reclamaciones y quejas, así como el ejercicio de la acción pública ante los órganos 

administrativos y judiciales.
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■ 2. A los efectos previstos en el apartado anterior, las administraciones competentes 

deberán adoptar las medidas necesarias para fomentar la más amplia 

participación ciudadana, garantizar el acceso a la información y permitir la 

presentación de iniciativas particulares, sin otras limitaciones que las generales 

establecidas en las leyes.
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■ Artículo 327 De la legitimación para el ejercicio de acciones en defensa de la legalidad urbanística

■ 1. Además de quienes resulten legitimados con arreglo a la legislación de procedimiento administrativo común y a la ley de la jurisdicción contencioso-
administrativa, será pública la acción para exigir la observancia de la legalidad urbanística por la Administración, en los términos previstos en el 
presente artículo.

■ 2. La acción pública prevista en el apartado anterior podrá instrumentalizarse, en vía administrativa, por quienes ostenten capacidad de obrar ante la 
Administración y a través de los siguientes mecanismos:

■ a) La petición de incoación de oficio del procedimiento sancionador, para el restablecimiento de la legalidad urbanística y para la adopción de órdenes 
de ejecución

■ b) La solicitud de revisión de actos y convenios urbanísticos incursos en nulidad de pleno derecho, en los términos previstos en la legislación de 
procedimiento administrativo común.

■ c) La interposición de recursos administrativos frente a actos u omisiones administrativas impugnables en dicha vía, dentro de los plazos establecidos 
en la legislación de procedimiento administrativo común, si el acto ha sido publicado o notificado al recurrente, o dentro de los plazos establecidos para 
el restablecimiento de la legalidad urbanística, en otro caso.

■ 3. Las pretensiones, ante la Administración, de reconocimiento, satisfacción o restablecimiento de situaciones jurídicas individualizadas que se 
consideren vulneradas o afectadas por actuaciones administrativas reguladas por la presente ley solo podrán ser ejercitadas por los titulares de 
aquellas, sin perjuicio de su eventual reconocimiento de oficio por la Administración.

■ 4. El ejercicio del derecho o deber de denuncia, ante la Administración, de hechos concernientes al cumplimiento de la legalidad urbanística se regirá 
por lo dispuesto en la legislación de procedimiento administrativo común.

■ 5. La acción popular en asuntos medioambientales se regirá, en todo caso, por lo dispuesto en la legislación estatal aplicable.
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Artículo 9 Derecho a un lenguaje claro en los actos, 
resoluciones y comunicaciones procesales

■ 1. Los actos y comunicaciones procesales se redactarán en lenguaje claro, de manera sencilla y accesible 
universalmente, de forma que permitan conocer a sus destinatarios el objeto y consecuencias del acto procesal 
comunicado.

■ 2. Las resoluciones judiciales, las del Ministerio Fiscal y las dictadas por los letrados de la Administración de Justicia 
estarán redactadas en un lenguaje claro, de manera sencilla y comprensible, de forma que puedan ser comprendidas 
por su destinatario, teniendo en cuenta sus características personales y necesidades concretas, sin perjuicio de la 
necesidad de utilizar el lenguaje técnico-jurídico para garantizar la precisión y calidad de aquellas. En el caso de 
personas con discapacidad con dificultades de comprensión, para la adaptación de oficio de actos de comunicación y 
de resoluciones judiciales las Administraciones de Justicia correspondientes utilizarán los medios o metodologías que 
mejor se adapten a las necesidades de la persona.

■ 3. El lenguaje se adaptará específicamente para menores de edad cuando sean los destinatarios de los actos, 
comunicaciones y resoluciones referidas en los dos apartados anteriores. Esta adaptación se realizará aunque los 
menores cuenten con asistencia letrada y con la representación de sus progenitores, tutores o defensores judiciales.

■ 4. Las juezas, jueces, magistradas y magistrados velarán por la salvaguardia de este derecho, en particular en los 
interrogatorios y declaraciones.
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